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Resumen

 !"#$%&#'!"&($#!)!"(&#"*!" $+",#-./01!"234565"$/"$*"78-
digo Penal español ha supuesto, en relación con la delin-
cuencia organizada, una completa reestructuración de 
los tipos penales relativos a las organizaciones y grupos 
criminales, con lo que se supera la insatisfactoria situación 
anterior de ausencia de un concepto penal de organiza-
ción criminal, que aparece ya legalmente establecido. No 
pocos son los problemas técnicos que suscita la nueva re-
-9*!108/:";!/;&"$/"*&"<9$"=$"#$>$#$"!"*!"$?;$/=08/")$"*&=";0-
pos penales como por el solapamiento de estos con otras 
modalidades delictivas y actos punibles (v. gr., los delitos 
de asociación ilícita), que continúan vigentes. Los defec-
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tos de técnica legislativa se extienden, igualmente, al 
campo de las sanciones y demás consecuencias jurídicas 
)$*")$*0;&:" #$=($1;&")$" *!="<9$" =$"1&/>#'!" *!" ;$/)$/10!"

endurecedora del ordenamiento jurídico español, el cual 
también se caracteriza por la progresiva introducción de 
#$-9*!10&/$="(#&1$=!*$="$=($1C>1!=:")0#0-0)!="!"%!F&#$1$#"

la persecución penal. La presente contribución pasa revis-
ta a esta nueva situación normativa, que se analiza en la lí-
nea de la dogmática jurídico-penal, al poner de relieve sus 
1&/;#!)0110&/$="$" 0/=9>10$/10!=")$=)$"$*"(#0='!"(&*C;01&U

criminal en un área de la mayor importancia criminológica 
y para la seguridad de los ciudadanos..
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Abstract

The reform operated in the Spanish Criminal Code by 
,#-!/01"M1;"HX $+",#-./01!YK"234565"Z!="'$!/;"%9**"#$=-
tructuring of the criminal types relating to delinquent 
organizations and groups.  This has put an end to the 
previous unsatisfactory situation lacking a serious con-
cept of criminal organization now appearing to be le-
gally established. But many are the technical problems 
arising from the new regulation in both extension and 
overlapping of the criminal types with other delinquent 
modalities and punitive actions (i. e., criminal association 
&#"1&/=(0#!1+KD" 0[$\0=$:";Z$"*$-0=*!;0F$";$1Z/0<9$"]!\="

=(0**"&F$#";&";Z$"=!/1;0&/">$*)"!/)"&;Z$#"^9#0)01!*"1&/=$-
quences of crime with respect to which the hardening 
;#$/)"&%" ;Z$"N(!/0=Z" *$-!*"=+=;$'" 0="1&/>#'$):"!="1Z!-
racterizedin addition by the gradual introduction of spe-
10>1"(#&1$)9#!*" #$-9*!;0&/=" !0'0/-" !;" %!F&#0/-" 1#0'0/!*"

persecution.The current contribution reviews this new 
normative situation which is being analyzed following 
the same line of the legal-criminal dogma by highlighting 
0;=" 1&/;#!)01;0&/=" !/)" 0/=9_10$/10$=" %#&'" ;Z$"(&*0;01!*U

criminal prism in an area of paramount importance to 
criminology and citizen security. 

Key words

,#-!/0`$)"1#0'$:"1#0'0/!*"#$%&#':"&a$/=$:"7#0'0/!*"7&)$:"*$-!*"=+=;$'""HN&9#1$b"T$=!9#&")$"(&*C;01!"1#0'0/!*"*!;0/&!'$#0-
cana - ILANUD).

Resumo

M" #$%&#'!"&($#!)!"($*!"  $+",#-./01!" 234565"/&"78)0-&"

Penal espanhol tem considerado, em relação ao crime 
organizado, uma completa reestruturação das organi-
zações e tipos penais de grupos criminosos, que ultrapas-
sa a situação insatisfatória da ausência de um conceito de 
organização criminosa, que aparecem como legalmente 
estabelecidos. Não são poucos os problemas técnicos 
provocados pelo novo regulamento, tanto no que diz 
respeito à extensão dos tipos penais quanto pelo solapa-
mento com outras modalidades criminosas e atos puní-
veis (v. gr., os delitos de associação ilícita), que continuam 
em vigor. Os defeitos de técnica legislativa se estendem, 

igualmente, para o campo de sanções e outras conse-
quências jurídicas do crime, respeito daquelas que se con-
>#'!"!";$/)c/10!"$/)9#$1$)&#!")&"&#)$/!'$/;&"^9#C)01&"

espanhol, que também é caracterizada pela introdução 
(#&-#$==0F!" )&=" #$-9*!'$/;&=" (#&1$==9!0=" $=($1C>1&=:"

destinados a favorecer o processo penal. A presente con-
tribuição inspeciona essa nova situação regulamentar, 
analisada na linha dogmática jurídica, para o destaque das 
=9!="1&/;#!)0de$="$")$>10c/10!=")&"(#0='!"(&*C;01&U1#0'0-
nal em uma área da criminologia da maior importância e 
para a segurança dos cidadãos.

Palavras-chave

Crime organizado, reforma penal, crime, Código Penal, sistema legal (fonte: Tesauro de política criminal latinoamericana 
- ILANUD).
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Concentrada la atención legislativa fundamental 
en la lucha contra el terrorismo, durante largo tiem-
po la delincuencia organizada no recibió en  España, 
ni a nivel policial, el primer nivel de prioridad. Solo 
de modo relativamente reciente el legislador ha co-
'$/`!)&"!")$=(*$-!#"0/=;#9'$/;&="$=($1C>1&="(!#!"
la lucha contra este fenómeno, que no deja de pre-
sentar “en el plano político-criminal” una intensa 
“carga emocional” (Cancio, 2008, p. 391). En efecto, 
$=" !*" >/!*")$" *!")f1!)!")$" *&="V5:" +" 1&'&" #$=9*;!-
)&")$" *!"(#$=08/" 0/;$#/!10&/!*"#$*!;0F!"!*";#.>1&")$"
drogas y al blanqueo (Garzón, 1997, p. 48), que se 
adoptan las primeras reformas penales y procesales 
(De la Cuesta, 2004, pp. 795 y ss.), muy a menudo 
importadas del campo de la lucha contra el terroris-
mo (Iglesias, 1999, p. 124), forma organizada que, a 
pesar de su proximidad en no pocos puntos (Casti-
llo, Picca & Beristain, 1993, p. 493), desde un prisma 
criminológico y jurídico (Bassiouni, 1998, pp. 5-9; 
García, 1998, p. 23) conviene distinguir de la delin-
cuencia organizada con ánimo de lucro.

I. Concepto legal

Ciertamente, aun cuando el Código Penal siem-
(#$"Z!+!" ;0(0>1!)&" *!="!=&10!10&/$=" 0*C10;!="1#$!)!="
con el propósito de la comisión de hechos delicti-
vos, y la pertenencia a una organización criminal se 
haya ido convirtiendo, de manera creciente (crítica-
mente, Suárez, 2005, pp. 1.775 y ss.), en una agra-
F!108/"$=($1C>1!")$"10$#;&=")$*0;&="-#!F$="+"'$/&="
graves1:"*!"!)&(108/")$"9/!")$>/0108/"*$-!*"(&=0;0F!"
de la delincuencia organizada tuvo que esperar lar-
go tiempo (Sánchez, 2005, p. 27 y ss.).

Como variante de las asociaciones ilícitas (arts. 
515 y 519), las organizaciones criminales fueron tra-
dicionalmente asimiladas a estructuras grupales du-
raderas (De la Cuesta, 2006, p. 384), nota a la que 
la jurisprudencia añadió de forma inmediata como 
$*$'$/;&=")$>/0;&#0&=b"*!"(*9#!*0)!)")$"($#=&/!=:"$*"
carácter permanente, la división de tareas (y cierta 
^$#!#<90`!108/K:"*!">/!*0)!)")$*01;0F!"+:"$/"&1!=0&/$=:"
el uso de armas (Bueno, 1999, p. 80). El concepto ju-
risprudencial dominante2" 0)$/;0>18" *!" &#-!/0`!108/"

1 El art. 13 del Código Penal distingue entre los delitos graves (pena de 
prisión superior a cinco años), los menos graves y las infracciones le-
ves o faltas.

2 Pues la jurisprudencia ha mantenido también otros conceptos, en 
particular en materia de drogas (Gallego, 1999, p. 184).

con una estructura de bienes y de personas con fun-
ciones diversas en el seno de un plan criminal, que 
;0$/$/"(&#"'$;!"*!"&S;$/108/")$"-!/!/10!="H+3&"$F$/-
tualmente de poder), y esto sirvió de criterio para 
*!" 0'(#$=10/)0S*$" )0=;0/108/" $/;#$" (!#;010(!108/" H+3&"
integración) en organizaciones ilícitas y los actos pre-
paratorios (en particular, la conspiración) punibles en 
determinados delitos (De la Cuesta, 2001, p. 114).

1.  El artículo 282 bis de la Ley  

de Enjuiciamiento Criminal

En 1999 se introdujo en la Ley de Enjuiciamiento 
7#0'0/!*"H $+"236QQQK"$*"!#;D"4V4"S0=:")0#0-0)!"!*"X($#-
feccionamiento de la acción investigadora relaciona-
)!"1&/"$*";#.>1&"0*$-!*")$")#&-!="+"&;#!="!1;0F0)!)$="
ilícitas graves” y llamada a regular la intervención 
de los agentes encubiertos. Conforme al art. 282 bis 
g+"$/"$*"'!#1&")$"=9"1!'(&")$"!(*01!108/"$=($1C>-
co: en principio, tan solo la intervención de agentes 
encubiertos (Sánchez, 2001, p. 665)–, la noción de 
“delincuencia organizada” se vinculó a una lista  
de infracciones penales determinadas3, dependien-
)&")$";#$="$*$'$/;&=b"$=;#91;9#!*:">/!*"+";$'(&#!*"
(Anarte, 1999, p. 31). El concepto se recondujo, a 
la postre, a la actividad de al menos tres personas 
!=&10!)!="1&/"$*">/")$"1&'$;$#:")$"'!/$#!"($#'!-
nente o repetida, una o varias de las infracciones re-
cogidas por la lista cerrada legalmente establecida 
(De la Cuesta, 2006, p. 383).

2. La Ley Orgánica 5/2010: 

organizaciones y grupos  

criminales

En lo que concierne a la materia penal, las trans-
formaciones más importantes en la regulación en 
vigor en materia de criminalidad organizada han 
tenido lugar con la reforma introducida por la Ley 
,#-./01!"234565:")$"44")$"^9/0&"Hh,I:"4P")$"^9/0&")$*"
2010) (Faraldo, 2012).

Aduciendo (como en otros ámbitos) la necesi-
dad de respeto e implementación de los compromi-
sos internacionales y europeos, la reforma ha tras-
ladado el tratamiento de las estructuras criminales 
organizadas del marco en el que se encontraban 
tradicionalmente –las asociaciones ilícitas; esto es, 

3  Vid. infra, IV.3.
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Las penas –anteriormente de prisión (2-4 años), 
multa e inhabilitación especial para los jefes o fun-
dadores; prisión (1-3 años) y multa para los miem-
bros activos y colaboradores (también susceptibles 
de inhabilitación) (arts. 517 y 518)– pasan a ser con la 
reforma las siguientes7:

Por lo que respecta a las organizaciones  
criminales:

• Los promotores, fundadores, organizadores, 
coordinadores o dirigentes: prisión de tres a seis 
años, que se eleva a prisión de cuatro a ocho años 
si la meta u objeto de la organización es la comi-
sión de delitos graves;

• Los participantes activos en la organización, los 
integrantes8 o los colaboradores económicos o 
de otra suerte: prisión de uno a tres años, que 
=$"$*$F!"!"(#0=08/")$")&="!"10/1&"!i&="=0"$*">/"9"
objeto de la organización es la comisión de deli-
tos graves.

* Las penas se imponen en su mitad superior si la 
organización:

a. Se integra por “un elevado número de perso-
nas”.

b. Dispone de armas o instrumentos peligrosos.

c. Dispone de medios tecnológicos de comunica-
ción o de transporte avanzados, que por su pro-
pia naturaleza resultan particularmente aptos 
para facilitar la ejecución de los delitos o la im-
punidad de los culpables.

En caso de concurrencia de dos o más de las cir-
cunstancias anteriores, se eleva la pena en un grado.

Las penas resultantes se imponen, además, en 
su mitad superior si se trata de delitos contra la vida 
o la integridad de las personas, libertad, libertad e 
indemnidad sexuales o trata de seres humanos.

7 Las disposiciones penales en materia de organizaciones criminales y 
grupos criminales son aplicables a toda organización o grupo criminal 
que cometa un acto penalmente relevante en España, incluso si han 
sido creadas, tienen su sede o desarrollan su actividad en el extranje-
ro (art. 570 quáter 3).

8 Desde el prisma de “los principios de lesividad y de intervención mí-
nima” se critica con razón la opción legislativa “del castigo de la inte-
gración no activa”. Ropero, 2007, p. 927. Vid. también Faraldo, 2012, 
p. 270 y 280.

entre las infracciones cometidas con ocasión del 
ejercicio de los derechos fundamentales y liberta-
des públicas garantizados por la Constitución (título 
XXI; arts. 515 y ss.)– al título XXII (infracciones contra 
el orden público), donde han quedado ubicadas en 
el nuevo capítulo VI, precediendo a las infracciones 
relativas a las organizaciones y grupos terroristas 
(nuevo capítulo VII).

N0-90$/)&" !" *!" @$10=08/"j!#1&" 455V3Vk63lMA" )$"
24 de octubre, del Consejo de la Unión Europea, re-
lativa a la lucha contra la delincuencia organizada4, 
la reforma introduce por primera vez en el Código 
G$/!*"9/!"X)$>/0108/"!9;f/;01!Y" HW!#!*)&:" 4564:"(D"
34) de “organización criminal”, a la que se añade la 
de “grupo criminal”, tratando así de cubrir las dife-
rentes modalidades (muy heterogéneas) de activi-
dad criminal organizada o en grupo. Con todo, la in-
determinación es grande y complejos los problemas 
de delimitación del ámbito propio de aplicación de 
la nueva regulación, tanto con el de las asociaciones 
ilícitas (Faraldo, 2012, p. 97 y ss.)5, como con las for-
mas preparatorias (en particular, la conspiración)6 
punibles en el caso de ciertas infracciones particu-
lares habitualmente cometidas por la delincuencia 
organizada.

 !"&#-!/0`!108/" 1#0'0/!*" =$")$>/$:" X!" *&=" $%$1-
tos de este Código”, en el primer párrafo del nuevo 
art. 570 bis, como “la agrupación formada por más 
de dos personas con carácter estable o por tiempo 
0/)$>/0)&:"<9$")$"'!/$#!"1&/1$#;!)!"+"1&&#)0/!)!"
=$"#$(!#;!/")0F$#=!=";!#$!="&"%9/10&/$="1&/"$*">/")$"
cometer delitos, así como de llevar a cabo la perpe-
tración reiterada de faltas”.

Por su parte, el art. 570 ter indica que, también 
“a los efectos de este Código”, por grupo criminal 
ha de entenderse “la unión de más de dos personas 
que, sin reunir alguna o algunas de las característi-
1!=")$"*!"&#-!/0`!108/"1#0'0/!*")$>/0)!"$/"$*"!#;C19*&"
!/;$#0&#:";$/-!"(&#">/!*0)!)"&"(&#"&S^$;&"*!"($#($-
tración concertada de delitos o la comisión concer-
tada y reiterada de faltas”.

k" B0)D";!'S0f/"*!"@$10=08/")$*"7&/=$^&")$"*!"E/08/"I9#&($!"455k32OQ37I"
de 29 de abril, relativa a la conclusión, en nombre de la Comunidad Eu-
ropea, de la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia 
organizada transnacional.

5 Para algunas propuestas en orden a su distinción, García, 2011, p. 1.705 
y ss.; García del Blanco, 2009, p. 560 y ss.; Sánchez, 2011, p. 1.794.

6 Lo que se agrava particularmente en el caso del grupo organizado, 
respecto del que no es fácil de establecer líneas claras de discrimina-
ción; Faraldo, 2012, p. 115. Con todo, García & Lamarca, 2010, p. 511.
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* En el caso de los grupos criminales, los que los 
1&/=;0;9+!/:"0/;$-#$/"&">/!/10$/"=&/"1!=;0-!)&=

• =0" $*" >/" $=" 1&'$;$#" 0/%#!110&/$=" 1&/;#!" *!" F0)!"
o la integridad de las personas, la libertad, la li-
bertad e indemnidad sexuales o trata de seres 
humanos,

- con pena de prisión de dos a cuatro años, 
19!/)&"=$"#$>$#!"!"*!"1&'0=08/")$"9/&"H&"F!-
rios) delitos graves;

- con pena de uno a tres años de prisión, cuan-
do se trata de cometer delitos menos graves;

• si el objeto es la comisión de cualquier otro de-
lito grave: de seis meses a dos años de prisión.

• si se persigue la comisión de uno o más delitos 
)0%$#$/;$=")$"*&="$=($1C>1!'$/;$"'$/10&/!)&="
o la perpetración reiterada de faltas: prisión de 
tres meses a un año9.

En el supuesto de integración de un elevado nú-
mero de personas o de disposición de armas o de 
instrumentos peligrosos o de medios tecnológicos 
avanzados de comunicación o de transporte, que 
por su propia naturaleza resultan particularmente 
susceptibles de facilitar la ejecución de los delitos o 
asegurar la impunidad de los culpables, las penas se 
imponen en su mitad superior, aplicándose las pe-
nas superiores en grado de concurrir dos o más de 
las circunstancias mencionadas.

Además, el nuevo art. 570 quáter ordena a los 
jueces la imposición de:

- la disolución de la organización o del grupo y, 
en su caso, las “consecuencias” previstas por 
el artículo 31 bis (responsabilidad penal de las 
personas jurídicas);

- la pena de inhabilitación especial respecto de 
todas las actividades económicas o contratos 
que tengan relación con la actividad de la or-
ganización o grupo criminal o con su actua-
ción en el seno de estos, con una duración su-
perior entre seis y veinte años a la de la pena 
de prisión impuesta, en proporción a: la gra-

9  Ahora bien, en el caso de comisión reiterada de faltas, la pena deberá 
aplicarse en su mitad inferior, salvo cuando se trate de la falta de hur-
to, del art. 623.1.
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vedad de la infracción, el número de hechos 
cometidos y las circunstancias concurrentes.

Es de subrayar que la introducción del nuevo ca-
pítulo VI no se ha visto acompañada por la deroga-
108/")$*"!#;D"262D6:"$*"19!*";0(0>1!"1&'&"!=&10!10&/$="
ilícitas “las que tengan por objeto cometer algún 
delito o, después de constituidas, promuevan su co-
misión, así como las que tengan por objeto cometer 
o promover la comisión de faltas de forma organi-
zada, coordinada y reiterada”. Pues bien, las nuevas 
incriminaciones no solo no ponen freno a la indeter-
minación derivada del contenido del art. 515.1, que 
sigue caracterizado por su “desafortunada redac-
ción” (Faraldo, 2012, p. 32) y excesiva “amplitud típi-
ca” (Brandariz, 2008, p. 728), sino que, solapándose 
de forma amplia con este, generan inmediatamente 
complejos problemas de deslinde y discriminación 
con la antigua disciplina de las asociaciones ilícitas, 
la cual deberá ser ya solo considerada con carácter 
subsidiario, siendo solo aplicable si no lo son los 
arts. 570 bis y 570 ter.

3. Los tipos de la parte especial

La falta de una regulación general relativa a la 
delincuencia organizada había llevado en España a 
*!"0/;#&)91108/")$"(#$F0=0&/$="$=($1C>1!="!-#!F!;&-
rias de las penas (Serrano-Piedecasas, 2007, p. 767 y 
ss.), por medio de reformas puntuales10, y solo para 
determinadas infracciones. Siguiendo el ejemplo 
)$*";#.>1&")$")#&-!="g$*"19!*"0/1&#(&#8"+!"$/"6QVP"
*!"19!*0>1!108/"#$*!;0F!"!"*!"($#;$/$/10!"!"9/!"&#-!-
/0`!108/")$)01!)!"!*";#.>1&")$")#&-!="H&"$*"Z$1Z&")$"
ser el jefe, administrador o su responsable, incluso si 
se trata de una organización solo parcial o transito-
riamente dedicada al mismo)–, acabaron insertán-
dose en diversos pasajes del Código incriminaciones 
agravatorias muy diversas entre sí11, aunque inspi-
radas todas ellas por el mismo propósito: impedir 
“cualquier contacto social” (Anarte, 1999, p. 52) con 
esas estructuras dirigidas a la comisión de delitos12 

10  A menudo impuestas por exigencias de las instancias internacionales 
o europeas. De la Cuesta, 2006, pp. 383 y ss.

11  Críticamente, Suárez, 2005, p. 1.779 y ss.

12 En plural, “varios delitos”. Zúñiga, 2009, p. 52; en el mismo sentido, 
respecto del art. 570 bis, Sánchez, 2011, p. 1.926. Ahora bien, no faltan 
autores que, a partir del tenor literal de la reforma y sin perjuicio de 
criticar la opción del legislador, indican que esta exigencia no se man-
tiene respecto del grupo criminal. Martell & Quintero, 2010, p. 364. 
Vid., con todo, Faraldo, 2012, p. 117; García, 2011, p. 1.705 y ss.

que agrupamos comúnmente con el término de de-
lincuencia organizada.

 !"#$%&#'!")$*"4565"/&"Z!"(9$=;&">/"!"$=;!")$=-
ordenada técnica. Por el contrario, mantiene igual-
mente la mayoría de las disposiciones anteriores 
y añade a la lista nuevas infracciones penales, que 
pueden verse agravadas por la pertenencia del cul-
pable a una organización delictiva.

En efecto, antes de la reforma, la pertenencia 
a una organización criminal constituía un supuesto 
19!*0>1!)&:" $/"(!#;019*!#:" (!#!" *&=")$*0;&=")$"(#&=-
titución y corrupción de menores (art. 187.3), la 
pornografía infantil y de incapaces (art. 189.3 e), las 
infracciones contra la propiedad intelectual (art. 271 
c) o industrial (art. 276 c), el blanqueo (art. 302), el 
;#.>1&"0*$-!*"&"*!"0/'0-#!108/"1*!/)$=;0/!")$"($#=&-
nas (art. 318 bis 5)13, estragos (art. 348.3: solo los 
directores, administrador o responsables de la or-
-!/0`!108/K"+"$*";#.>1&")$")#&-!="H!#;=D"PmQD6D4R"!#;D"
370.2: solo los jefes, administradores y responsa-
bles; art. 371.2); por otra parte, la existencia de una 
estructura organizativa se preveía también como 
10#19/=;!/10!"19!*0>1!;0F!")$"*!"#$=(&/=!S0*0)!)"1#0-
'0/!*"$/" *!")$%#!9)!108/">=1!*"H!#;D"P52" AA"SK"+"!" *!"
seguridad social (art. 307 II b).

Tras la reforma no ha desaparecido ninguna de 
$=;!="!-#!F!10&/$="$=($1C>1!=R"'9+"!*"1&/;#!#0&:"!*"
conjunto de ellas se han añadido otras nuevas en 
materia de trata de seres humanos (art. 177 bis.6), 
la determinación –mediante violencia, intimidación, 
engaño o abuso de superioridad– a la prostitución 
de personas adultas y, en particular, de menores o 
incapaces (art. 188.4 b), así como en el nuevo art. 
PmQ"S0=:" $/"'!;$#0!" )$" ;#.>1&")$" )#&-!=" H!#;D" PmQ"
bis)14. Por otra parte, y en lo concerniente a los aten-
tados a la indemnidad sexual de menores de 13 años 
(art. 183.4 f), el acceso sin autorización a programas 
informáticos (art. 197.8), los daños informáticos 
H!#;D"4mkDPD6K"+"*!"%!*=0>1!108/")$";!#^$;!=")$"1#f)0;&"
o de cheques de viaje (art. 399 bis.1), la agravación 
resulta igualmente aplicable cuando los hechos se 
cometan “en el seno” o “en el marco” de una orga-
nización o de un grupo criminal dedicados a estas 
actividades delictivas.

13 Art. 318 bis 4 a partir de la reforma del 2010.

14 Se ha perdido, además, en este punto la anterior referencia explícita a 
las organizaciones y asociaciones incluso de carácter transitorio, pues 
el art. 369 bis habla ya solamente de pertenecer a una organización 
criminal.
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Ciertamente, entre las infracciones anteriores 
se encuentran muchas de las infracciones “típicas” 
(Bueno, 1999, p. 71 y ss.; Sánchez, 2005, p. 124 y ss.; 
Van den Wyngaert, 1999, p. 60 y ss.) de la delincuen-
cia organizada15. Pero no todas las modalidades de 
;#.>1&"#$=9*;!/"0/1*90)!=b"$*" *$-0=*!)&#"Z!"&*F0)!)&:"
e. g., insertar en la lista el nuevo –y cada vez más 
$?;$/)0)&g")$*0;&")$";#.>1&")$"8#-!/&=b"!#;D"62m"S0=D"
De otro lado, la comparación con la lista de infrac-
ciones del art. 282 bis de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal pone de relieve importantes ausencias, 
entre ellas atentados contra los bienes jurídicos de 
1!#.1;$#"'.="($#=&/!*D"G&#"*&"<9$"=$"#$>$#$"!"*!")$-
nominada “enfermedad mortal de las democracias” 
(Szabo, 2001, p. 43), la corrupción (enriquecida en el 
4565"1&/"*!";0(0>1!108/")$"*!"1&##9(108/"$/"$*"=$1;&#"
privado), aun cuando a través de las nuevas previ-
siones en materia de responsabilidad penal de las 
personas jurídicas (art.31 bis y 33.7) podrá también 
responderse a los hechos imputables a la entidad, 
su ligazón estrecha (y criminológicamente probada) 
con la delincuencia organizada debería haber acon-
sejado un tratamiento similar.

 !"$?0=;$/10!")$"!-#!F!10&/$="$=($1C>1!="S!=!-
das en la pertenencia al grupo criminal –que resulta 
también incriminado por los nuevos arts. 570 bis y 
570 ter– aumenta las incertidumbres en cuanto a la 
determinación de la ley penal aplicable. Para resol-
F$#"*&="1&/]01;&=")$"/&#'!=:"$*"!#;D"2O5"<9.;$# esta-
blece que si los hechos resultan punibles a través de 
otro artículo del Código Penal, la regla que se debe 
observar será la del art. 8.4: esta, prevista para los 
1&/]01;&=" )$" /&#'!=" (*!/;$!)&=" $/" =0;9!108/" )$"
alternatividad, ordena la aplicación preferente del 
precepto penal más grave, pero solo en aquellos 
supuestos en que no sirvan los criterios de especiali-
dad, subsidiaridad y consunción.

4. Valoración

Aunque discutida por los autores por su aleja-
miento del bien jurídico protegido (Sánchez, 2001, 
p. 678; Silva, 2004, p. 1.081) y por el riesgo de “hiper-
;#&>!")$"*!"#$=(9$=;!"($/!*Y"Hn90/;$#&:"6QQQb"6V6K:"
*!"0/;#&)91108/")$"9/!"0/1#0'0/!108/"$=($1C>1!")$"*!"
pertenencia en materia de delincuencia organizada, 
)$"'!/$#!"!)010&/!*"!"*!";0(0>1!108/")$"*!"1&*!S&#!-

15" 7&##9(108/:"%#!9)$=:";#.>1&="0*C10;&=:"1&/;#!S!/)&:"S*!/<9$&o",;;$/-
hof, 1997, p. 51.

ción o apoyo, fue admitida como una necesidad por 
el XVI Congreso Internacional de Derecho Penal, 
!" *!"F0=;!")$" *!=")0>19*;!)$="!" *!="<9$"=$"$/%#$/;!/"
la mayoría de los sistemas para la extensión de las 
penas de la autoría a quienes, sin ocuparse de su 
ejecución directa e inmediata, organizan u ordenan 
la comisión de un delito (Weigend, 1997: 495). Una 
incriminación de esta suerte, siempre que respete 
los principios de legalidad y de proporcionalidad y 
se construya con base en las nociones de daño (o 
peligro real) y de culpabilidad16, parece, en efecto, 
preferible a la extensión del campo de aplicación de 
formas preparatorias como la conspiración, que el 
!#;D"6ODP"7G"0)$/;0>1!"1&/"$*"!19$#)&")$"F&*9/;!)$="
sobre un plan de acción completo, viable y termi-
nado, orientado a la comisión de un mismo acto y 
!1&'(!i!)&")$"*!">#'$")$10=08/")$"**$F!#*&"!"1!S&D

En todo caso, en el Derecho penal español –don-
de el castigo de los actos preparatorios continúa 
siendo excepcional y se reserva solo para los delitos 
graves y menos graves señalados de forma especí-
>1!"(&#"*!" $+g"=$"=0-9$"9/!"1&/1$(108/"$=;#01;!"$/"
materia de autoría. El debate dogmático, que admi-
te la consideración como autor de quien realiza la 
parte intelectual del tipo penal (Joshi, 1995, p. 678), 
ha buscado por supuesto fórmulas que permitan ex-
;$/)$#"*!"1!*0>1!108/")$"!9;&#"'$)0!;&"!"<90$/$="=$"
encuentran a la cabeza de “aparatos organizados de 
poder”, fuertemente jerarquizados y cuyos ejecuto-
res inmediatos son fácilmente intercambiables (Ro-
xin, 1998, p. 61); por su parte, merece destacarse la 
propuesta de Muñoz (2001, p. 510), quien entiende 
que, a pesar de la falta de ejecución material por su 
parte, los dirigentes de la delincuencia organizada 
rellenan las exigencias de los coautores, contempla-
dos por el artículo 28 del Código Penal (críticamen-
te, Díez, 1996, p. 225). Pues bien, aun cuando en cier-
;!="0/%#!110&/$="H$/"(!#;019*!#:"$*";#.>1&")$")#&-!="&"
el blanqueo), el tenor literal de la incriminación per-
mita considerar por igual como autores a cuantos 
Z!+!/"1&/;#0S90)&")$"'&)&"=0-/0>1!;0F&"!"*!"#$!*0`!-
ción del delito (de manera directa e indirecta, hasta 
de forma intelectual o moral) (De Figueiredo, 1999, 
p. 100), en general, el Código obliga a distinguir a los 
autores de los cómplices (art. 29); en todo caso, el 
art. 28, junto a los (co-)autores directos y mediatos 
o indirectos, ordena que “también serán considera-
dos autores” (párrafo II) los inductores y los coope-

16 Revue Internationale de Droit Pénal, 70, 1999, p. 874. Vid., también, De 
la Cuesta & Blanco (eds.), 2009, p. 189 y ss.
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radores necesarios, los cuales recibirán, por tanto, 
las penas previstas para el autor (art. 61).

La reforma del 2010 no solo no mejora este esta-
do de cosas, sino que agrava su complejidad, en par-
;019*!#"!"(!#;0#")$"*!"/9$F!";0(0>1!108/"$=($1C>1!")$*"
grupo criminal, que no requiere conceptualmente 
(Carretero, 2011, p. 1.513; Martell & Quintero, 2010, 
p. 360; Sánchez, 2011, p. 1.926 y ss.) esa estructura y 
estabilidad, hasta temporal17, que deberían resultar 
necesarias para hablar de organización.

II. Comiso, consecuencias  

 accesorias  

 y responsabilidad penal  

 de las personas jurídicas

En materia de sanciones, la reforma del 2010 si-
gue la tendencia ya observada respecto de la delin-
cuencia organizada (y del terrorismo) (De la Cuesta, 
2006, p. 387), de agravación creciente de las res-
puestas penales.

1. La cuestión de la confiscación  

o comiso

El comiso –fundamental para la privación de 
las ganancias, instrumento de primer orden en la 
lucha contra el crimen organizado– perdió ya en el 
nuevo Código Penal de 1995 su tradicional naturale-
za de pena, reivindicada por la doctrina (Vervaele, 
1998, p. 67), pasando a convertirse en una “conse-
cuencia accesoria” (título VI, libro I) aplicable a los 
instrumentos y productos18 de la infracción objeto 
del proceso (y no a otras infracciones) (Bacigalupo, 
2002, p. 82 y ss.). Pues bien, en el 2010 su regulación 
normativa ha sido nuevamente reformada para in-
1*90#"9/!"#$%$#$/10!"$=($1C>1!"!"*!="0/%#!110&/$="1&-
metidas en el marco de una organización o grupo 
criminal (o terrorista).

17"  &"<9$"/&")$S$#C!"0)$/;0>1!#=$"1&/"*!")9#!108/"0/)$>/0)!R"F0)D:"=0/"$'-
bargo, Corcoy, Gómez & Besio, 2011, p. 114 y ss.

18 Conforme al criterio del Tribunal Supremo, incluso a las ganancias de 
actividades previas de los procesados, Choclán, 2001, p. 259.

Además, aceptado en el 2003 el comiso “por 
equivalente”, así como la aplicación del comiso 
en caso de prueba de la situación patrimonial ilíci-
ta –incluso si no puede exigirse la responsabilidad 
penal debido a la concurrencia de una eximente o 
de una causa de extinción de esta–, en el 2010 se 
Z!"S9=1!)&"!=$-9#!#:" !" ;#!Ff=")$" *!"/9$F!"'&)0>-
cación del art. 127, la trasposición al Derecho espa-
i&*" )$" *!"@$10=08/"j!#1&" 455234643lMA" )$*" 7&/=$^&"
de 24 de febrero de 2005, relativa al comiso de los 
productos, instrumentos y bienes relativos al delito. 
Esta ordena al juez o tribunal extender el comiso a 
los efectos, bienes, instrumentos y ganancias pro-
venientes de actividades delictivas cometidas en el 
marco de las organizaciones criminales (o terroris-
tas), al considerar para estos efectos que provienen 
de la actividad delictiva todos aquellos elementos 
patrimoniales respecto de los que “un órgano judi-
cial nacional, basándose en hechos concretos”, lle-
gue al convencimiento de que su valor es “despro-
porcionado con respecto a los ingresos legales de la 
persona condenada”.

La regulación particular del comiso en mate-
ria de drogas19 (originario de la reforma de 1988, 
la cual persiguió asegurar el comiso no solo de las 
sustancias, sino también de los equipos, materiales, 
vehículos, aeronaves y demás bienes, productos e 
instrumentos de la infracción) no se ha visto, sin em-
bargo, afectada. Continúa, por consiguiente, en vi-
-&#"$*"!#;D"POk"H'&)0>1!)&"$/"$*"455PKD"I=;$"!)'0;$"
el “comiso por equivalente” si el comiso directo de 
los instrumentos y ganancias derivados de la infrac-
ción se hace imposible, y autoriza a la Policía judicial 
encargada de la investigación y persecución del trá-
>1&")$")#&-!="!"9;0*0`!#")$"'!/$#!"(#&F0=0&/!*"H$"0/-
cluso a vender en ciertas condiciones) los bienes de-
comisados, cuyo destino prioritario ha de ser hacer 
frente a la responsabilidad civil derivada del delito.

 !"#$%&#'!"H)0=(&=0108/">/!*"(#0'$#!:"PK"Z!"0/;#&-
)910)&:">/!*'$/;$:"9/"/9$F&"!#;D"PmO"=$(;0$=:"#$*!-
tivo a los efectos, bienes, instrumentos y productos 
provenientes de actividades delictivas cometidas 
en el seno de una organización criminal, cuya loca-
lización, conservación, administración y realización 
=&/" 1&/>!)!="!" *!",>10/!")$"p$19($#!108/")$"M1-
tivos, que tiene la consideración de Policía judicial. 
 !",>10/!")$"p$19($#!108/")$"M1;0F&="H&:"!";#!Ff="

19 En materia de blanqueo, el art. 301.5 reenvía simplemente al art. 127 
$/"*&"<9$"1&/10$#/$"!"*&="S$/$>10&="&S;$/0)&=D"I/"19!/;&"!*"1&/;#!-
S!/)&:"F0)D"*!" $+",#-./01!"6436QQ2D
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de esta, las unidades de Policía judicial encargadas 
de la persecución de la delincuencia organizada) 
puede ser autorizada judicialmente a utilizar de for-
ma provisional los objetos decomisados (si se trata 
de objetos lícitos) en el marco del procedimiento y 
con las necesarias garantías. El producto de la reali-
zación de los efectos, bienes, instrumentos y ganan-
cias podrá atribuirse también total o parcialmente de 
'!/$#!")$>/0;0F!"!"*!",>10/!")$"p$19($#!108/")$"M1-
tivos y a los órganos del ministerio público encarga-
dos de la persecución de las actividades de las orga-
nizaciones criminales.

El Plan Nacional de Drogas mantiene su condi-
108/")$"&>10/!")$"#$19($#!108/")$"!1;0F&="$/"$=;$"
ámbito. La constitución de un fondo especial con los 
productos del comiso se había previsto ya en 1995. 
 !" $+" 6O3455P"Z!")$=;0/!)&"$=;$" %&/)&"!" *!">/!/-
ciación de programas de prevención y asistencia en 
'!;$#0!")$";&?01&'!/C!=:"!=C"1&'&"!" *!" 0/;$/=0>1!-
ción y mejora de la prevención, investigación, perse-
cución y represión de las infracciones y a la coopera-
ción internacional en la materia.

2. La nueva responsabilidad penal  

de las personas jurídicas

El reconocimiento de la posibilidad de responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas ha transfor-
mado también el sistema de consecuencias acceso-
rias, introducido por el nuevo Código Penal de 1995 
para las sociedades, empresas, fundaciones o aso-
ciaciones en caso de comisión de ciertas infraccio-
/$="$=($1C>1!'$/;$"(#$F0=;!="H!#;D" 64Q"7GK:"+"19+!"
^9=;0>1!108/"=$"Z!"#$%&#`!)&"!"(!#;0#")$"*!"1&/=;!;!-
ción de la creciente “interconexión” (Zúñiga, 1999, 
p. 60) e instrumentalización de la personalidad jurí-
dica de entidades y empresas por parte de la delin-
cuencia organizada.

El régimen de responsabilidad penal de las per-
sonas jurídicas (De la Cuesta, 2012) se encuentra pri-
mordialmente regulado por los arts. 31 bis (criterios 
de imputación y circunstancias atenuantes) y 33.7 
(penas aplicables).

La responsabilidad penal de las personas jurídi-
cas20 –independiente de la responsabilidad penal 

20 De la que están excluidos: el Estado, las Administraciones Públicas te-
rritoriales e institucionales, los Organismos Reguladores, las Agencias 
y Entidades Públicas Empresariales, las organizaciones internaciona-
les de derecho público, y aquellas otras que ejerzan potestades pú-

eventual de las personas físicas y compatible, por 
consiguiente, con la responsabilidad penal de estas 
(art. 31 bis 3)– únicamente puede derivar de la comi-
sión de determinadas infracciones penales:

• por parte de sus representantes legales y admi-
nistradores de hecho o de derecho, actuando en 
nombre y por cuenta de ellas y en su provecho, o

• por aquellos que, sometidos a la autoridad de las 
personas físicas mencionadas, han podido reali-
zar los hechos, con ocasión del ejercicio de acti-
vidades sociales y por su cuenta y provecho, por 
falta del debido control atendidas las circunstan-
cias concretas del caso.

El Código Penal, que no se ocupa de prever agra-
vaciones particulares respecto de las personas jurídi-
cas, restringe las posibilidades de atenuación de esta 
responsabilidad a la confesión de la infracción, la co-
laboración con la persecución, la reparación o dismi-
/9108/")$*")!i&"+"*!"!)&(108/")$"'$)0)!="$>1!1$=")$"
cara a la prevención y detección de delitos futuros en 
el seno de la persona jurídica (art. 31 bis 4).

Las penas previstas (art. 33.7) son: multa; diso-
*9108/R"=9=($/=08/"+3&"1*!9=9#!";$'(&#!*"HZ!=;!"(&#"
cinco años); prohibición temporal (hasta por quince 
!i&="&")$>/0;0F!K")$"#$!*0`!108/")$"10$#;!="!1;0F0)!-
)$=R" 0/Z!S0*0;!108/"HZ!=;!"(&#"<90/1$"!i&="&")$>/0-
tiva) para la obtención de subvenciones y ayudas 
públicas o para la suscripción de contratos con las 
administraciones públicas o para disfrutar de bene-
>10&=">=1!*$="&"$/"19!/;&"!"*!"=$-9#0)!)"=&10!*:"$"0/-
tervención judicial temporal (hasta por cinco años) 
para salvaguardar los derechos de los trabajadores 
o acreedores.

Regulada la responsabilidad penal de las per-
sonas jurídicas de la manera indicada, el contenido 
del art. 129 (consecuencias accesorias) ha queda-
do en lo sucesivo reservado para las empresas, or-
ganizaciones, grupos u otras clases de entidades 
o agrupaciones de personas que no tengan reco-

blicas de soberanía, administrativas o cuando se trate de sociedades 
mercantiles estatales que ejecuten políticas públicas o presten servi-
cios de interés económico general, salvo si son formas jurídicas crea-
das por sus promotores, fundadores, administradores o representan-
tes para eludir una eventual responsabilidad penal (art. 31 bis 5). En 
cuanto a los partidos políticos y sindicatos, inicialmente inmunes a la 
posibilidad de responsabilidad penal, han sido eliminados de la lista 
(&#"*!" $+",#-./01!"O34564:")$"4V")$")010$'S#$:"(&#"*!"<9$"=$"'&)0>1!"
*!" $+",#-./01!"6536QQ2:")$"4P")$"/&F0$'S#$:")$*"78)0-&"G$/!*"$/"'!-
;$#0!")$";#!/=(!#$/10!"+"*91Z!"1&/;#!"$*"%#!9)$">=1!*"+"$/"*!"N$-9#0)!)"
Social (BOE núm. 312, 28 diciembre 2012).
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nocida una personalidad jurídica independiente. 
En caso de comisión de infracciones penales en su 
seno (y siempre que el Código Penal lo prevea de 
'!/$#!"$=($1C>1!K:"$*" ^9$`"&";#0S9/!*"(&)#."0'(&-
nerles, motivadamente y por un periodo no supe-
rior a cinco años, junto con la suspensión de sus 
actividades, la clausura de locales y establecimien-
tos o la intervención judicial, la prohibición de reali-
zación de actividades determinadas, incluso lícitas 
HZ!=;!"(&#"<90/1$"!i&="&")$>/0;0F!K"+"*!"0/Z!S0*0;!-
ción para la obtención de subvenciones y ayudas 
(qS*01!="&")$"S$/$>10&=">=1!*$="&"$/"#$*!108/"1&/"
la seguridad social (hasta por cinco años). Se pre-
vé, igualmente, la clausura provisional de locales 
o establecimientos, la suspensión de actividades 
sociales y la intervención judicial por parte del juez 
instructor. Lo que el Código no indica son los cri-
terios de imposición y elección de las consecuen-
10!="!11$=&#0!=:"/0"=9=">/$=b"$/"$%$1;&:" *!"#$%&#'!"
del 2010 ha eliminado la referencia anterior a la 
necesaria orientación de las “consecuencias acce-
sorias” hacia la prevención de la continuidad en la 
actividad delictiva y sus efectos.

En todo caso, y como ya se ha visto, el art. 570 
quáter 1, en cuanto a las organizaciones y grupos 
criminales, ordena a los jueces y tribunales imponer 
la disolución de la organización o grupo (¿ilegal?) y, 
en su caso, la aplicación de las “consecuencias” del 
art. 31 bis. El defecto de técnica legislativa es eviden-
te: el art. 31 bis no se ocupa de las “consecuencias”, 
sino de los criterios de imputación. Por su parte, las 
“penas” para las personas jurídicas se recogen en 
el art. 33.7 y se distinguen formalmente de las lla-
madas “consecuencias accesorias”, reservadas para 
empresas, organizaciones, grupos u otras clases de 
entidades o agrupaciones sin personalidad jurídica 
propia y cuya sede regulatoria es el art. 129, como se 
acaba de explicar.

3. Determinación y ejecución  

de las penas

En aplicación del art. 78, cuando, debido a las 
reglas del art. 76.1 del Código Penal, la duración de 
la pena por cumplir resulte inferior a la mitad de la 
=9'!";&;!*")$"*!="($/!="0'(9$=;!=:"*&="S$/$>10&="($-
/0;$/10!#0&=:"*&="($#'0=&=")$"=!*0)!:"*!"1*!=0>1!108/"$/"
tercer grado y el cálculo del tiempo para la libertad 
condicional deben ser realizados tomando como re-

ferencia la suma total de las penas impuestas21. Ahora 
bien, en caso de pronóstico individualizado favorable 
de reinserción social, se autoriza al Juez de Vigilancia 
a ordenar el regreso al régimen general de ejecución, 
siempre que los culpables de infracciones cometidas 
en el seno de organizaciones y grupos criminales ha-
+!/"19'(*0)&:"(!#!"$*"!11$=&"!*";$#1$#"-#!)&:"k32")$*"
*C'0;$";$'(&#!*")$"$^$19108/"+"O3V"$/"$*"1!=&")$"*!"*0-
bertad condicional; presupuestos del acceso tanto al 
tercer grado como a la libertad condicional (en la que 
no es aplicable la posibilidad de adelantamiento de la 
*0S$#!108/"1&/)010&/!*"(#$F0=;!"1&'&"S$/$>10&"(&#"$*"
art. 91 CP) son, además –y en aplicación, respectiva-
mente, del art. 72.6 de la Ley Orgánica General Peni-
tenciaria y del art. 90.1 III CP–, la reparación del daño, 
la presencia de signos inequívocos de abandono de 
*&=">/$="+"'$)0&=")$*01;0F&="+"*!"1&*!S&#!108/"!1;0F!"
con las autoridades22.

En cuanto a la ejecución penitenciaria (Mapelli, 
1996, p. 53), los delitos graves cometidos en el seno 
de una organización o grupo criminal deben obser-
var de forma obligatoria el llamado “periodo de se-
guridad” –ejecución de la mitad de la pena antes del 
acceso al tercer grado penitenciario– establecido ya 
en el 2003 (Acale, 2004: 356 ss.) para las penas de 
prisión de duración superior a cinco años, y sin posi-
bilidad alguna de revisión (y retorno al régimen gene-
ral de ejecución) por parte del Juez de Vigilancia (art. 
36.2 III). Asimismo, la pertenencia a una organización 
criminal constituye un importante elemento en ma-
;$#0!")$"1*!=0>1!108/"($/0;$/10!#0!")$"1!#!"!*")$=;0/&"
a un establecimiento cerrado o un departamento es-
pecial (art. 102.5 c del Reglamento penitenciario de 
1996). En el supuesto de relación con la delincuencia 
organizada internacional, se aplicará también el sis-
tema FIES, lo que supone un régimen penitenciario 
todavía más restrictivo (Téllez, 1998, p. 119).

4. Tratamiento  

de la disociación

Es también frecuente, a nivel comparado, com-
S0/!#"($/!=")9#!="+"$=;#01;!="1&/"*!"&%$#;!")$"S$/$>-
cios a los miembros de las organizaciones criminales 

21 Todo ello al margen de la posible aplicación de la llamada “doctrina 
Parot” en los supuestos de concursos reales de delitos, que impide la 
refundición y obliga a la ejecución separada de cada una de las penas 
impuestas.

22 Que también puede tener, en su caso, efectos en el plano administra-
tivo (e. g., respecto de la expulsión), Mayordomo, 2007, p. 285 ss.
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que deciden separarse de la organización y colabo-
rar con la justicia (Zaragoza, 2000, p. 88). Admitidas 
a nivel europeo (Musco, 1998, p. 35), a pesar de los 
problemas constitucionales y procesales que susci-
tan (Muñoz, 1996, p. 143), solo deberían aceptarse 
si, como señaló el XVI Congreso de la Asociación In-
ternacional de Derecho Penal23, su aplicación tiene 
lugar con respeto de los principios de legalidad, de 
control judicial y de proporcionalidad. Desde este 
prisma y dejando de lado la cuestión de los hechos 
aplicables, la cuestión más problemática es la de la 
confesión de los arrepentidos, que no debería ser 
nunca el único fundamento de una condena24.

De todos modos, introducida ya en los años 80 
para el terrorismo, el Código Penal de 1995 incorpo-
ró también una fórmula similar para los delitos de 
;#.>1&")$")#&-!="H!#;D"POmK:"!*"($#'0;0#"!"*&="^9$1$="
la imposición, motivada, de la pena inferior en uno o 
dos grados en caso de

• abandono voluntario de las actividades delicti-
vas,

• y de colaboración activa con la autoridad o sus 
agentes

•  bien para impedir la producción del delito

•  bien para la obtención de pruebas decisivas

U" )$"1!#!"!"*!" 0)$/;0>1!108/"&"1!(;9#!")$"&;#&="
responsables

- o con vistas a impedir la actuación o el desa-
rrollo de organizaciones o asociaciones a las 
que perteneció o con las que colaboró.

Y en la misma línea, la reforma del 2010 ha in-
sertado en el seno del capítulo VI una disposición 
similar relativa a las organizaciones y grupos crimi-
nales25, permitiendo la imposición razonada de la 
pena inferior en uno o dos grados si el sujeto (art. 
570 quáter 4),

23 Revue Internationale de Droit Pénal¸ vol. 70, 3-4, 1999, pp. 871, 878. Vid. 
también, De la Cuesta & Blanco (eds.), 2009, p. 189 ss.

24 Revue Internationale de Droit Pénal¸ vol. 70, 3-4, 1999, pp. 871, 878. 
Vid. también en este sentido la doctrina del Tribunal Constitucional, 
considerando que esta prueba no debe tener valor probatorio total 
salvo si se ve corroborada por otras. Granados, 2001, p. 96 y ss.

25 Faraldo, 2012, p. 305 y ss. y la bibliografía ahí citada.

• habiendo abandonado voluntariamente las acti-
vidades delictivas,

• colabora activamente con la autoridad o sus 
agentes

• bien con vistas a la obtención de pruebas deci-
sivas

U" (!#!" *!" 0)$/;0>1!108/"&"1!(;9#!")$"&;#&=" #$=-
ponsables

- o para impedir la actuación o desarrollo de las 
organizaciones o grupos a los que haya perte-
necido

• bien para impedir la perpetración de un delito 
grave o menos grave que se va a cometer a tra-
vés de las citadas organizaciones o grupos.

III. Algunos aspectos jurídico-

procesales

La exigencia de apertura, en el seno del proce-
so penal, de portillos específicos y de algún modo 
excepcionales para el tratamiento jurídico de la 
delincuencia organizada, se ha justificado tanto 
en el plano nacional como internacional (Pradel, 
1998, p. 652; Sánchez, 2005, p. 218 y ss.; Van den 
Wyngaert, 1999, pp. 70, 86, 102) por necesidades 
de eficacia.

Abstracción hecha de la orden de detención eu-
ropea, aplicable a la pertenencia a una organización 
criminal y a las infracciones “típicas” de la criminali-
)!)"&#-!/0`!)!"H!#;D"Q" $+"P3455P:")$"6k")$"'!#`&K:"
sobre la orden de detención y entrega europeas 
(BOE 17 marzo 2003)26 y de la competencia en ma-
teria de criminalidad organizada de la Audiencia Na-
cional (art. 65 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) 

26 Conviene también señalar la ampliación de la competencia jurisdic-
cional española prevista para ciertas infracciones (en particular, el 
blanqueo o la corrupción de menores) y el hecho de que, desde 1999, 
en relación con la aplicación de la ley penal en el espacio la doble in-
criminación requerida generalmente por el principio de personalidad 
puede ser eludida si su exigencia no se considera necesaria en virtud 
de un instrumento internacional o de una decisión de una organiza-
ción internacional de los que España sea parte. Blanco, 1999b, p. 39. 
Esta posibilidad, que puede resultar muy útil para la persecución de 
determinadas infracciones, no es admisible en las infracciones come-
tidas por internet (como, e. g., la distribución de pornografía infantil)¸ 
respecto de las que solo el principio de jurisdicción universal no queda 
sujeto a la doble incriminación y puede permitir luchar contra los pa-
raísos cibernéticos que sirven de cobertura a las conductas señaladas. 
Sánchez & Blanco, 2002, p. 182 ss.
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(Jiménez, 2001, p. 355), un órgano judicial especia-
*0`!)&"1&/"=$)$"$/"j!)#0):"!=C"1&'&")$"*&=">=1!*$="
especiales (Choclán, 2001, p. 226; Jiménez, 2001, p. 
337), en España estas demandas se han traducido 
principalmente, por orden cronológico, en la regu-
lación de las entregas vigiladas, la protección de 
testigos y peritos, y el tratamiento de los agentes 
encubiertos (Esparza & Saiz, 2000, p. 245 y ss.; Moli-
na, 2009; Zaragoza, 1999, p. 49 y ss.).

1. Entregas vigiladas

La autorización de las entregas vigiladas en ma-
teria de drogas es el objeto del art. 263 bis de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, introducido a partir de 
los Acuerdos de Schengen. Debido a las críticas sus-
citadas en cuanto a la legitimidad de la provocación 
policial27, el artículo fue en primer término interpre-
tado de manera muy restrictiva por parte de los tri-
bunales (Granados, 2001, p. 77; Montero, 2000, p. 
4PKD"I/";&)&"1!=&:"!"(!#;0#")$"*!" $+",#-./01!"236QQQ28 
las entregas vigiladas, bajo estricto seguimiento  
de las autoridades judiciales, podían también aplicar-
se en la persecución de la delincuencia organizada.

La reforma del 2010 ha añadido un nuevo párra-
fo al art. 263 bis, al autorizar la circulación o entre-
ga vigilada de los equipos, materiales y sustancias 
'$/10&/!)&="(&#"$*"!#;D"PO6"7G"H;#.>1&")$"(=01&;#8-
picos) y del art. 310 (blanqueo), así como los bienes, 
materiales, objetos y especies animales y vegetales 
#$*!;0F&="!"*!"(#&;$1108/")$"*!"]&#!"+"*!"%!9/!:"%!*=0>-
cación de moneda, de tarjetas de crédito y cheques 
)$"F0!^$:";#.>1&"+")$(8=0;&")$"!#'!=:"'9/010&/$="+"
$?(*&=0F&="H)0=(&=0108/">/!*"(#0'$#!KD

2. Protección de testigos  

y peritos

Siguiendo los modelos internacionales y compa-
#!)&="HL!#1C!:"4556:"(D"4mQK:"*!" $+",#-./01!"6Q36QQk"
introdujo también la protección de testigos y peri-
tos que colaboren con las autoridades judiciales, 
tratando de mantener un equilibrio adecuado entre 
las exigencias de contradicción y de protección per-

27 Vid., por contra, Guinarte, 1995, p. 29.

28 Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para mejorar la investiga-
108/"$/"'!;$#0!")$";#.>1&")$")#&-!=:"0/;#&)910$/)&")0%$#$/;$="'$)0)!="
para combatir el crimen organizado. Gutiérrez-Alviz, 2001, p. 29.

sonal, particularmente en lo que concierne al testi-
monio anónimo, que la Ley regula más bien como 
testimonio “oculto”, pues se debe comunicar el 
nombre de la persona protegida si una parte pro-
1$=!*"*&"=&*010;!:"$?0-0f/)&=$";!'S0f/"*!"#!;0>1!108/"
del testimonio en la vista (Granados, 2001, p. 99). El 
alcance de las medidas de protección y de las per-
sonas protegidas (entre las que se encuentran los 
agentes encubiertos y los arrepentidos) ha provoca-
do la crítica de los autores, que han señalado igual-
mente lagunas en lo que concierne a la fase prepro-
cesal y a la asistencia internacional recíproca.

3. Los agentes encubiertos

En cuanto a los agentes encubiertos (Del Pozo, 
2006, p. 267 y ss.), su actividad había sido aceptada 
por la jurisprudencia, salvo si se traducía en una inci-
tación a la comisión de una nueva infracción (Pérez, 
2000, p. 1.765). La regulación del art. 282 bis, refor-
'!)!"(&#"*!" $+",#-./01!"236QQQ"1&/"&S^$;&")$"!=$-
gurar el respeto del principio de proporcionalidad, 
%9$"1&/";&)&"1&/=0)$#!)!"0/=9>10$/;$"(&#"*&="!9;&-
res (Queralt, 1999, p. 91).

 !"#$%&#'!")$*"4565"Z!"'&)0>1!)&")$"/9$F&"$*"
art. 282 bis, con vistas a la inserción de nuevas in-
fracciones en la lista contenida en el 4º párrafo del 
!#;C19*&b" ;#.>1&" 0*C10;&" )$"8#-!/&="Z9'!/&=" +" ;#!=-
plantes (art. 156 bis CP), secuestros (arts. 164-166 
CP), trata de seres humanos (art. 177 bis CP), de- 
litos relativos a la prostitución (arts. 187-189 CP), 
delitos contra el patrimonio y contra el orden so-
cioeconómico (arts. 237, 243, 244, 248 y 301 CP), de-
litos relativos a la propiedad intelectual e industrial 
(arts. 270 a 277 CP), delitos contra los derechos de 
los trabajadores (arts. 312-313 CP), delitos contra los 
derechos de los ciudadanos extranjeros (arts. 138 
S0="7GK:" ;#.>1&")$"$=($10$="!'$/!`!)!=")$"]&#!"&"
%!9/!"H!#;=D"PP4"+"PPk"7GK:";#.>1&")$"'!;$#0!*$="/9-
cleares y elementos radioactivos (art. 345 CP), trá-
>1&")$"$=;9($%!10$/;$="+"(=01&;#8(01&="H!#;=D"PmV"+"
POP"7GK:"%!*=0>1!108/")$"'&/$)!"H!#;D"PVm"7GK"+")$"
tarjetas de crédito o debido o cheques de viaje (art. 
399 bis 7GK:";#.>1&"+")$(8=0;&")$"!#'!=:"'9/010&/$="
o explosivos (arts. 566-568 CP), terrorismo (arts. 
572-578 CP), delitos contra el patrimonio histórico 
H!#;D"4D6")$"*!" $+",#-./01!"6436QQ2")$"1&/;#!S!/)&KD"
La perplejidad es, con todo, importante, pues aun 
cuando en la nueva lista se encuentren los delitos 
de terrorismo (a partir de la reforma del 2010 reco-
gidos ya en la sección II del capítulo VII), es palmaria 
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la ausencia de las infracciones del capítulo VI (orga-
nizaciones y grupos criminales) y de la sección 1 del 
capítulo VII (organizaciones y grupos terroristas).

4. Protección de datos  

y secreto bancario

Por otra parte, la legislación española conoce 
excepciones al secreto bancario y a la protección de 
datos en materia de prevención e investigación  
de las formas graves de delincuencia organizada 
(y de terrorismo) autorizadas por la Ley Orgánica 
6236QQQ:"#$%&#'!)!"(&#"*!" $+"6Q3455P:"#$*!;0F!"!"*&="
'&F0'0$/;&=")$"1!(0;!*$=D"I=;!"q*;0'!"'&)0>18";!'-
S0f/"$*" 1&/;$/0)&")$" *!" $+" 6Q36QQP")$"(#$F$/108/"
del blanqueo (Choclán, 2000, p. 16), aplicable en lo 
=91$=0F&"!*")0/$#&"(#&F$/0$/;$"/&"=&*&")$*";#.>1&")$"
drogas, del terrorismo y de la delincuencia organi-
zada, sino también a cualquier infracción castigada 
con más de tres años de prisión. La Ley regula, igual-
mente, la responsabilidad en caso de incumplimien-
to de los deberes de comunicación de las transac-
ciones y operaciones y de colaboración en cuanto a 
la prevención y represión del blanqueo, una respon-
sabilidad que puede llegar a ser, en determinados 
casos, de naturaleza penal (Blanco, 1999a).

5. Inaplicabilidad  

del artículo 55.2  

de la Constitución

I/">/:"=0"(!#!"*91Z!#"1&/;#!"$*";$##&#0='&"$*"!#;D"
55.2 de la Constitución autoriza a hacer excepciones 
en cuanto a la vigilancia y detención de las personas, 
$=;!=")0=(&=010&/$="$=($1C>1!="/&"=&/"!(*01!S*$="$/"
lo relativo a la persecución de la delincuencia organi-
zada. Por consiguiente, no son legítimos los ataques 
contra el secreto de las comunicaciones producidos 
en este ámbito, como declaró el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (asunto Prado Bugallo c. Es-
paña) el 18 de febrero del 2003.

Conclusiones

La reforma del 2010 ha permitido superar la in-
satisfactoria situación anterior de ausencia de un 
concepto legal de organización criminal, disponible 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, desde 1999, en 
lo concerniente a la intervención de los agentes en-
cubiertos, pero que no resultaba en España directa-
mente aplicable en el plano penal sustantivo.

El esfuerzo de aportación de un nuevo concepto 
legal se ha visto en el presente caso facilitado por 
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los textos internacionales y, sobre todo, europeos, 
cuya generosa amplitud, en el propio ámbito con-
ceptual, la reforma claramente desborda, lo que 
no deja de merecer la crítica desde el prisma de los 
principios que han de inspirar al Derecho Penal.

A la censura anterior se añaden las referentes a 
*!")$>10$/;$";f1/01!"=$-90)!"+"=9="#$=9*;!)&=D"N0"*!="
0/=9>10$/10!=")$"*!"#$-9*!108/"!/;$#0&#")$"*!="!=&10!-
10&/$="0*C10;!="$#!/"(!;$/;$="+"!'(*0!'$/;$"^9=;0>1!-
da la demanda de revisión del tratamiento de la con-
currencia delictiva, saltan a la vista en la regulación 
vigente, junto con otras cuestiones de no menor im-
portancia, las incertidumbres en cuanto al alcance 
e integración armoniosa de las nuevas previsiones 
con las disposiciones anteriores, que curiosamente 
no han quedado derogadas, así como con las formas 
preparatorias punibles; de especial gravedad es en 
este sentido el supuesto de los grupos criminales, 
1&/>-9#!)&="1&'&"9/!"X>-9#!"0/;$#'$)0!"$/;#$"*!"
codelincuencia y la organización criminal” (Faraldo, 
2012, p. 105), pero que, desde su mismo tenor literal, 
'!/0>$=;!/"+!"9/!"$F0)$/;$" %9$#`!"!;#!1;0F!")$" *&"
que hasta ahora eran contribuciones preparatorias 
o accesorias de particulares hechos punibles. Frente 
a ello quedan sin tratar de manera adecuada otros 
destacados aspectos, como el fenómeno de las es-
tructuras que, sin servir de simple tapadera de pro-
yectos criminales auténticos, actúan de forma par-
cialmente ilícita…

La regulación se mantiene, en todo caso, en la 
línea de ese conjunto de disposiciones penales, de 
ejecución y, sobre todo de carácter procesal, apro-
badas en las dos últimas décadas en España, carac-
terizada por una política penal de progresivo y claro 
endurecimiento y de apertura de nuevos espacios 
de intervención preventiva y represiva respecto de 
la delincuencia común, y ello a pesar de sus riesgos y 
efectos contraproducentes, y de que su pretendida 
$>1!10!"#$=9*;$"%#$19$/;$'$/;$"1&/;#!)01Z!"(&#" *!"
correspondiente evaluación criminológica.

Referencias

Acale S., M. (2004). Terrorismo, delincuencia or-
ganizada y sistema de penas. En P. Faraldo C. (Dir.), 
Nuevos retos del Derecho Penal en la era de la globali-
zación (pp. 341-380). Valencia: Tirant lo Blanch.

Anarte B., E. (1999). Conjeturas sobre la crimi-
nalidad organizada. En J. C. Ferré O. & E. Anarte B. 
(Eds.). Delincuencia organizada, Aspectos penales, 

procesales y criminológicos (pp. 13-58). Huelva: Uni-
versidad de Huelva.

Bacigalupo, S. (2002).  !"!"#$!%&$'(#$)!%&*&+,-,#./&
Penal. Madrid.

Bassiouni, M. C. (1998). Criminalité organisée et 
;$##&#0='$b"(&9#"9/$"=;#!;f-0$")r0/;$#F$/;0&/="$>1!-
ces. Indice Penale, 5-9.

Blanco C., I. (1999a). Responsabilidad penal de 
los empleados de banca por el blanqueo de capitales. 
Granada: Comares.

Blanco C., I. (1999b). Principales instrumentos 
internacionales (de Naciones Unidas y la Unión Eu-
#&($!K"#$*!;0F&="!*"1#0'$/"&#-!/0`!)&b"*!")$>/0108/"
de la participación en una organización criminal y los 
problemas de aplicación de la Ley Penal en el espa-
cio. En Criminalidad organizada: reunión de la sección 
nacional española preparatoria del XVI Congreso de la 
AIDP en Budapest (pp. 17-53). Cuenca: Universidad 
de Castilla-La Mancha.

Brandariz G., J. A. (2008). Asociaciones y organi-
zaciones criminales. Las disfunciones del art. 515.1º 
CP y la nueva reforma penal. En F. J. Álvarez G. (Dir.). 
La adecuación del Derecho Penal Español al ordena-
miento de la Unión Europea (pp. 725-758). Valencia: 
Tirant lo Blanch.

Bueno A., F. (1999). Política judicial común en la 
lucha contra la criminalidad organizada. En J. C. Fe-
rré O. & E. Anarte B. Delincuencia organizada. Aspec-
tos penales, procesales y criminológicos (pp. 59-84). 
Huelva: Universidad de Huelva.

Cancio M., M. (2008). El injusto en los delitos 
)$" &#-!/0`!108/b" ($*0-#&" +" =0-/0>1!)&D" I/"jD" 7!/-
cio M. & L. Pozuelo P. (Coords.). Política criminal 
en vanguardia. Inmigración clandestina, terrorismo, 
criminalidad organizada (pp. 395-449). Cizur Menor: 
Thompson Civitas.

Carretero S., A. (2011). La organización y el gru-
po criminal en la reforma del Código Penal. La Ley, 
1, 1511-1513.

Castillo B., E., Picca, G. & Beristain, A. (1993). Cri-
minalidad organizada. Cuadernos de Política Crimi-
nal, 50, 493-512.

Corcoy, M., Gómez, V. & Besio, M. (2011). De las 
organizaciones y grupos criminales. En M. Corcoy 



Tratamiento de la delincuencia organizada en España: en particular, tras la reforma penal del 2010

95

I
S
S
N
 
1
7
9
4
-
3
1
0
8
.
 
R
e
v
.
 
c
r
i
m
.
,
 
V
o
l
u
m
e
n
 
5
5
,
 
n
ú
m
e
r
o
 
1
,
 
e
n
e
r
o
-
a
b
r
i
l
 
2
0
1
3
,
 
B
o
g
o
t
á
,
 
D
.
 
C
.
,
 
C
o
l
o
m
b
i
a

B. & S. Mir Puig (Dirs.). Comentarios al Código Penal. 
Reforma LO 5/2010 (pp. 1113-1118). Valencia: Tirant lo 
Blanch.

Choclán M., J. A. (2000). La organización criminal: 
tratamiento penal y procesal. Madrid: Dykinson.

Choclán M., J. A. (2001). Criminalidad organiza-
da. Concepto. La asociación ilícita. Problemas de 
autoría y participación. En C. Granados P. (Dir.). La 
criminalidad organizada. Aspectos sustantivos, pro-
cesales y orgánicos (pp. 215-268). Madrid: Consejo 
General del Poder Judicial.

De Figueiredo D., J. (1999). Autoría y participa-
ción en el dominio de la criminalidad organizada: el 
‘dominio’ de la organización. En J. C. Ferré O. & E. 
Anarte B. (Eds.). Delincuencia organizada. Aspectos 
penales, procesales y criminológicos (pp. 99-108). 
Huelva: Universidad de Huelva.

De la Cuesta, J. L. (2001). El derecho penal ante 
la criminalidad organizada: nuevos retos y límites. 
En F. Gutiérrez-Alviz C. & M. Valcarce L. (Dirs.). La 
cooperación internacional frente a la criminalidad or-
ganizada (pp. 85-123). Sevilla: Universidad de Sevilla.

De la Cuesta, J. L. (2004). Organised Crime Con-
trol Policies in Spain: A ‘Disorganised’ Criminal Policy 
for ‘Organised’ Crime. En C. Fijnaut & L. Paoli. Orga-
nized Crime in Europe. Concepts, Patterns and Con-
trol Policies in the European Union and Beyond (pp. 
795-821). Doordrecht: Springer.

De la Cuesta, J. L. (2006). La politique crimine-
lle de l’Espagne en matière de crime organisé. En 
GD"s$/Up9_/$/"HI)DKD"Du Monde Pénal. Droit pénal, 
criminologie et Politique criminelle, police et exécu-
tion des sanctions, procédure pénale (pp. 381-396). 
Mélanges en l’honneur de Pierre-Henri Bolle. Bâle: 
Helbing and Lichtenhahn pub.

De la Cuesta, J. L. (2012). Responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en el Derecho español, Re-
AIDP-eRIAPL, A-01.

De la Cuesta, J. L. & Blanco C., I. (Eds.) (2009). 
Resoluciones de los Congresos de la Asociación Inter-
nacional de Derecho Penal (1926-2009). Mercuès: ed. 
Erès.

Del Pozo P., M. (2006). El agente encubierto 
como medio de investigación de la delincuencia 
organizada en la Ley de Enjuiciamiento Criminal es-
pañola. Criterio Jurídico (Santiago de Cali), V. 6, 267-
310.

Díez R., J. L. (1996). Una interpretación provisio-
nal del concepto de autor en el nuevo Código Penal. 
En El sistema de responsabilidad en el nuevo Código 
Penal (pp. 217-256). Madrid: Consejo General del Po-
der Judicial.

Esparza L., I. & Saiz G., A. (2000). Derecho Pro-
cesal vs. criminalidad organizada. Instrumentos pro-
1$=!*$=" $=($1C>1&=" Z!S0*0;!)&=" 0/;$#/!'$/;$" (!#!"
hacer frente a la criminalidad ‘moderna’. Revista 
Jurídica del Poder Judicial del Estado de Sinaloa “Ae-
quitas”, Segunda época, 38-40, 245-269.

Faraldo C., P. (2012). Asociaciones ilícitas y organi-
zaciones criminales en el Código Penal Español. Valen-
cia: Tirant lo blanch.

Gallego S., I. (1999). 0/%&1,'$)/%&1,&)-23#/&1,&1-/-
gas II. Un estudio analítico de los arts. 369, 370, 372, 
374, 375, 377 y 378 del CP, y tratamientos jurispruden-
ciales. Barcelona: J. M. Bosch editor.

García A., R. (2011). De las organizaciones y gru-
pos criminales. En G. Quintero O. (Dir.). Comentarios 
al Código Penal Español, T. II (artículos 234 a DF 7ª). 
6ª ed. (pp. 1696-1716). Cizur Menor: Aranzadi Thom-
son Reuters.

García del Blanco, V. (2009). Criminalidad organi-
zada: organizaciones y grupos criminales. En I. Ortiz 
de Urbina G. (Coord.). Reforma penal 2010. Ley Orgá-
nica 5/2010 (pp. 553-589). Madrid: Ediciones Francis 
Lefebvre.

García P., J. J. (2001). Criminalidad organizada y 
protección de testigos y peritos en el proceso pe-
nal español. En C. Granados P. (Dir.). La criminalidad 
organizada. Aspectos sustantivos, procesales y orgá-
nicos (pp. 296-336). Madrid: Consejo General del Po-
der Judicial.

García R., N. (1998). Criminalidad organizada y 
;#.>1&")$")#&-!=D"Revista Penal, 2, 23-34.

García R., N. & Lamarca P., C. (2010). Organiza-
ciones y grupos criminales. En J. Álvarez G. & J. L. 
González C. (Dirs.). Comentarios a la reforma penal 
de 2012 (pp. 503-529). Valencia: Tirant lo Blanch.



José Luis de la Cuesta-Arzamendi

96

I
S
S
N
 
1
7
9
4
-
3
1
0
8
.
 
R
e
v
.
 
c
r
i
m
.
,
 
V
o
l
u
m
e
n
 
5
5
,
 
n
ú
m
e
r
o
 
1
,
 
e
n
e
r
o
-
a
b
r
i
l
 
2
0
1
3
,
 
B
o
g
o
t
á
,
 
D
.
 
C
.
,
 
C
o
l
o
m
b
i
a

L!#`8/:"hD"H6QQOKD"I*";#.>1&")$")#&-!="1&'&"0/=-
trumento del crimen organizado. En B. Garzón y E. 
Megías. Narco. Alcira: Germania.

Granados P., C. (2001). Instrumentos procesa-
les en la lucha contra el crimen organizado. Agente 
encubierto. Entrega vigilada. El arrepentido. Pro-
tección de testigos. Posición de la jurisprudencia. 
En C. Granados P. (Dir.). La criminalidad organizada. 
Aspectos sustantivos, procesales y orgánicos (pp. 71-
112). Madrid: Consejo General del Poder Judicial.

Guinarte C., G. (1995). La circulación o entrega 
vigilada de drogas. Cuadernos de Política Criminal, 
55, 5-42.

Gutiérrez-Alviz C., F. (2001). Recientes iniciativas 
políticas, legales y académicas contra la criminalidad 
organizada. En F. Gutiérrez-Alviz C. & M. Valcarce L. 
(Dirs.). La cooperación internacional frente a la crimi-
nalidad organizada (pp. 23-32). Sevilla: Universidad 
de Sevilla.

Iglesias R., M. A. (1999). Panorámica compa-
rativa sobre algunos problemas que presenta el 
fenómeno asociativo criminal en la actualidad. En 
C. Vattier F. (Coord.). 0!%&,")$1!1,%&%$"&3"&1,&'4#-/5&
estudios y problemas (pp. 95-126). Burgos: Caja de 
Burgos.

Jiménez V., C. (2001). Órganos especializados en 
relación con el crimen organizado. Audiencia Nacio-
nal. Fiscalía Especial. Policía judicial. En C. Granados 
P. (Dir.). La criminalidad organizada. Aspectos sustan-
tivos, procesales y orgánicos (pp. 337-370). Madrid: 
Consejo General del Poder Judicial.

Joshi J., U. (1995). Sobre el concepto de organi-
`!108/"$/"$*")$*0;&")$";#.>1&")$")#&-!="$/"*!"l9#0=-
prudencia del Tribunal Supremo. Anuario de Derecho 
Penal y Ciencias Penales, 657-683.

Mapelli C., B. (1996). Problemas de la ejecución 
penal frente a la criminalidad organizada. En F. Gu-
tiérrez-Alviz C. La criminalidad organizada ante la jus-
ticia (pp. 53-68). Sevilla: Universidad de Sevilla.

Martell P., C. & Quintero G., D. (2010). De las or-
ganizaciones y grupos criminales, arts. 570 bis, 570 
ter y 570 quáter CP. En G. Quintero O. (Dir.). La Re-
forma Penal de 2010: Análisis y Comentarios (pp. 357-
368). Cizur Menor: Aranzadi Thomson Reuters.

Mayordomo R., V. (2007). La pertenencia a una 
&#-!/0`!108/")$*01;0F!"$/"$*" ;#.>1&" 0*$-!*")$"($#=&-
nas. Eguzkilore. Cuaderno del Instituto Vasco de Cri-
minología, 21, 273-297.

Molina M., M. C. (2009). Mecanismos de investi-
gación policial: entrega vigilada y agente encubierto. 
Barcelona: Bosch.

Montero A., J. (2000). La entrega vigilada de 
drogas y la apertura de paquetes postales interna-
cionales. Tribunales de Justicia: Revista española de 
derecho procesal, 1, 21-36.

Muñoz C., F. (1996). Los arrepentidos en el caso 
de la criminalidad o delincuencia organizada. En F. 
Gutiérrez-Alviz C. La criminalidad organizada ante la 
justicia (pp. 143-156). Sevilla: Universidad de Sevilla.

Muñoz C., F. (2001). ¿Cómo imputar a título de 
autores a las personas que, sin realizar acciones eje-
cutivas, deciden la realización de un delito en el ámbi-
to de la delincuencia organizada y empresarial? En J. 
Cerezo M. (Ed.). Modernas tendencias en la ciencia del 
derecho penal y en la criminología (pp. 501-531). Ma-
drid: Universidad Nacional de Educación a Distancia.

Musco, E. (1998). Los colaboradores de la justicia 
entre el pentitismo y la calumnia: problemas y pers-
pectivas. Revista Penal, 2, 35-48.

Ottenhof, R. (1997). Le crime organisé: de la 
notion criminologique à la notion juridique. En Cri-
minalité organisée et ordre dans la société, Colloque 
167$89,"9:-/;,"#,<&=<&><&?&@4"$/&ABB> (pp. 45-52). Aix-
Marseille: Presses Universitaires d’Aix-Marseille.

Pérez A., M. R. (2000). La provocación de la prue-
ba, el agente provocador y el agente encubierto: la 
validez de la provocación de la prueba y del delito 
en la lucha contra la criminalidad organizada desde 
el sistema de pruebas prohibidas en el Derecho Pe-
nal y Procesal Penal. La Ley, 1, D-32, 1765-1797.

Pradel, J. (1998). Rapport général. Les systèmes 
pénaux à l’épreuve du crime organisé. Revue Inter-
nationale de Droit Pénal, 69, 3-4, 643-671.

Queralt J., J. J. (1999). Recientes novedades legisla-
tivas en materia de lucha contra la delincuencia organi-
`!)!b" ,"236QQQ")$"6k"$/$#&D"I/"Criminalidad organiza-
da: reunión de la sección nacional española preparatoria 
del XVI Congreso de la AIDP en Budapest (pp. 125-136). 
Cuenca: Universidad de Castilla-La Mancha.



Tratamiento de la delincuencia organizada en España: en particular, tras la reforma penal del 2010

97

I
S
S
N
 
1
7
9
4
-
3
1
0
8
.
 
R
e
v
.
 
c
r
i
m
.
,
 
V
o
l
u
m
e
n
 
5
5
,
 
n
ú
m
e
r
o
 
1
,
 
e
n
e
r
o
-
a
b
r
i
l
 
2
0
1
3
,
 
B
o
g
o
t
á
,
 
D
.
 
C
.
,
 
C
o
l
o
m
b
i
a

Quintero O., G. (1999). La criminalidad organiza-
da y la función del delito de asociación ilícita. En J. 
C. Ferré Olivé y E. Anarte B. Delincuencia organizada, 
Aspectos penales, procesales y criminológicos (pp. 
177-190). Huelva: Universidad de Huelva.

Ropero C., J. (2007). ¿Es necesaria una reforma 
penal para resolver los problemas de atribución de 
responsabilidad y ‘justo’ castigo de la delincuencia 
organizada? Estudios Penales y Criminológicos, XXVII, 
267-321.

Roxin, C. (1998). Problemas de autoría y partici-
pación en la criminalidad organizada. Revista Penal, 
2, 61-66.

Sánchez G., I. (2001). Función político-criminal 
del delito de asociación para delinquir: desde el 
derecho penal político hasta la lucha contra el cri-
men organizado. En L. A. Arroyo Z. & I. Berdugo G. 
(Coords). Homenaje al Dr. Marino Barbero Santos: 
in memoriam, II (pp. 645-682). Cuenca: ediciones  
de la Universidad de Castilla-La Mancha; ediciones de 
la Universidad de Salamanca.

Sánchez G., I. (2005). La criminalidad organizada. 
Aspectos penales, procesales, administrativos y poli-
ciales. Madrid: Dykinson.

Sánchez G., I. (2011). Artículo 570 bis. Artículo 
570 quáter. En M. Gómez T. (Dir.). Comentarios al 
Código Penal. 2ª ed. (pp. 1921-1929 y 1931-1936). Va-
lladolid: Lex Nova.

Sánchez G., I. & Blanco C., I. (2002). Problemas de 
Derecho Penal Internacional en la persecución  
de los delitos cometidos a través de internet. Actuali-
dad Penal, 7, 165-192.

Serrano-Piedecasas, J. R. (2007). Respuesta pe-
nal al crimen organizado en el Código penal espa-
ñol. En F. Pérez Á. (Ed.). Universitas vitae. Homenaje 
a Ruperto Núñez Barbero (pp. 765-790). Salamanca: 
ediciones de la Universidad de Salamanca.

Silva S., J. M. (2004). ¿“Pertenencia” o “Inter-
vención”? Del delito de “pertenencia a una orga-
/0`!108/"1#0'0/!*Y"!" *!">-9#!")$" *!"X(!#;010(!108/"!"
través de organización” en el delito. En E. Octavio 
de Toledo y Ubieto (Coord.). Estudios penales en re-
cuerdo del Profesor Ruiz Antón (pp. 1069-1096). Va-
lencia: Tirant lo Blanch.

Suárez G., C. J. (2005). Organización delictiva, 
comisión concertada u organizada. En M. Bajo Fer-
nández, A. Jorge Barreiro y C. J. Suárez G. (Coords.). 
0$C-/&./D,"!@,&!'&:-/EF&+-F& /"G!'/&H/1-(I4,G&J/4-4-
llo (pp. 1771-1790). Madrid: Thompson-Civitas.

Szabo, D. (2001). La corruption: aspects socio-
culturels et études comparées des stratégies de 
prévention et de répression. Annales Internationales 
de Criminologie, 39, 1-2, 31-46.

Téllez A., A. (1998). Seguridad y disciplina peni-
tenciaria. Un estudio jurídico. Madrid: Edisofer.

Van den Wyngaert, C. (1999). Rapport général. 
Les transformations du droit international pénal en 
#f(&/=$"!9")f>")$"*!"1#0'0/!*0;f"&#-!/0=f$D"Revue In-
ternationale de Droit Pénal, 70, 1-2, 35-132.

B$#F!$*$:" lD" H6QQVKD"  !=" =!/10&/$=" )$" 1&/>=-
cación: ¿un intruso en el Derecho Penal? Revista Pe-
nal, 2, 67-80.

Weigend, T. (1997). Rapport général. Les systè-
mes pénaux à l’épreuve du crime organisé. Revue 
Internationale de Droit Pénal, 68, 3-4, 491-521.

Zaragoza A., J. (1999). Cuestiones penales y pro-
cesales relacionadas con la delincuencia organizada. 
En Estudios Jurídicos. Ministerio Fiscal, VI, 11-83.

Zaragoza A., J. (2000). Tratamiento penal y pro-
cesal de las organizaciones criminales en el derecho 
$=(!i&*D"I=($10!*"#$%$#$/10!"!*";#.>1&"0*$-!*")$")#&-
gas. En Delitos contra la salud pública y contrabando 
(pp. 49-116). Madrid: Consejo General del Poder Ju-
dicial.

Zúñiga R., L. (1999). Criminalidad de empresa, 
criminalidad organizada y modelos de imputación 
penal. En J. C. Ferré O. y E. Anarte B. (Eds.). Delin-
cuencia organizada. Aspectos penales, procesales y 
criminológicos (pp. 199-238). Huelva: Universidad de 
Huelva.

Zúñiga R., L. (2009). Criminalidad organizada y 
sistema de derecho penal. Contribución a la deter-
minación del injusto penal de organización criminal. 
Granada: Comares.



José Luis de la Cuesta-Arzamendi

98

I
S
S
N
 
1
7
9
4
-
3
1
0
8
.
 
R
e
v
.
 
c
r
i
m
.
,
 
V
o
l
u
m
e
n
 
5
5
,
 
n
ú
m
e
r
o
 
1
,
 
e
n
e
r
o
-
a
b
r
i
l
 
2
0
1
3
,
 
B
o
g
o
t
á
,
 
D
.
 
C
.
,
 
C
o
l
o
m
b
i
a

Listado normativo (orden cronológico)
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bre 1978).
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neral Penitenciaria (K/',)("&L3#$!'&1,'&M%)!1/, núm. 
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Urgente y Parcial del Código Penal (K/',)("&L3#$!'&
del Estado, núm. 152, 27 junio 1983).
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1985),
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de drogas y otros delitos relacionados (K/',)("&L3-
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Decisión del Consejo, de 29 de abril de 2004, re-
lativa a la celebración, en nombre de la Comunidad 
Europea, de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
H455k32OQ37IK" H+$!-$/& L3#$!'& 1,& '!& N"$O"& M4-/P,!,  
 "4m63mQ:"mDVD455kKD

@$10=08/"j!#1&" 455234643lMA" )$*" 7&/=$^&" )$" 4k"
de febrero de 2005, relativa al comiso de los pro-
ductos, instrumentos y bienes relacionados con el 
delito (+$!-$/& L3#$!'& 1,& '!& N"$O"& M4-/P,!:"  " mV3kQ:"
15.3.2005).

@$10=08/"j!#1&"455V3Vk63lMA")$*"7&/=$^&")$"4k"
octubre de 2008, relativa a la lucha contra la delin-
cuencia organizada (+$!-$/&L3#$!'&1,& '!&N"$O"&M4-/-
pea:" "P553k6:"66D66D455VKD

 $+",#-./01!"234565:")$" 44" ^9/0&:"(&#" *!"<9$" =$"
'&)0>1!"*!" $+",#-./01!"6536QQ2:")$"4P")$"/&F0$'-
bre, del Código Penal (K/',)("& L3#$!'& 1,'& M%)!1/, 
núm. 152, 23 junio 2010).

 $+",#-./01!"O34564:")$"4V")$")010$'S#$:"(&#" *!"
<9$" =$"'&)0>1!" *!"  $+",#-./01!" 6536QQ2:" )$" 4P")$"
noviembre, del Código Penal en materia de transpa-
#$/10!" +" *91Z!" 1&/;#!"$*" %#!9)$">=1!*" +" $/" *!" N$-9-
ridad Social (K/',)("&L3#$!'&1,'&M%)!1/, núm. 312, 28 
diciembre 2012).


